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Sentencia 68/1996, de 18 de abril (BOE de 21 de mayo de 1996). Recurso de
inconstitucionalidad 556/1988 promovido por el Gobierno balear en rela-
cién con determinados preceptos de la Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de
presupuestos generales del Estado para 1988.

Ponente:
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera

En este recurso de inconstitucionali-
dad, presentado por el Gobierno balear,
se plantean diversas cuestiones, entre las
que principalmente destacamos las si-
guientes.

En primer lugar, se solicita por parte
del recurrente la declaracién de incons-
tirucionalidad del art. 121 de la Ley
33/1987, de 23 de diciembre, en cuan-
to incluye en el Fondo de Compensa-
cién Interterritorial (en adelante, FCI)
el montante de la inversién nueva co-
rrespondiente a los servicios traspasados
a la Comunidad de Baleares y a las res-
tantes comunidades auténomas, cues-
tién por lo que se reclama que ral inver-
sibn nueva se financie a través de la
participacién en impuestos estatales no
cedidos.

Frente a esta alegacién, considera el
Tribunal Constitucional que el articulo
recurrido es impugnable en la medida
en que constituye una aplicacién del
art. 3 de la Ley 7/1984, de 31 de di-
ciembre, del FCI, que excluye del con-
cepto de inversién pablica a financiar a
través del FCI a los gastos de esta natu-
raleza destinados a conservacién, mejo-
ra y sustitucién del capital afecto a la
prestacién de servicios puablicos y los
gastos de defensa que se financien a tra-
vés de las participaciones.

Por ranto, el art. 121 de la Ley
33/1987 es impugnable en la medida
en que, por aplicacién del art. 3 de la
Ley 7/1984, tan s6lo incluye, para fijar
la dotacién del FCI para 1988, a los
gastos de inversién nueva correspon-

diente a los servicios traspasados a las
comunidades auténomas.

Siguiendo con su exposicién, reitera
el Tribunal Constitucional la jurispru-
dencia sentada con la STC 250/1988,
donde ya se impugné el art. 3.2z de la
Ley 7/1984, de 31 de marzo, relativa al
FCI, cuando afirmaba que al limitar ex-
clusivamente el FCI a la inversién nue-
va «el legislador no conculcaba el art.
158.2 de la Norma Fundamental, que
sélo impone que el Fondo quede afecto
a gastos de inversion, correspondiendo
a la libertad de configuracién det legis-
lador la opcién de definir, segin esti-
maciones de oportunidad aqui irrevisa-
bles, la cuantfa, concepto y limites
concretos de tales inversiones» (F] 3).
Es por ello que considera el Tribunal
Constitucional que la Constitucién no
determina en ninglin momento el ca-
rdcter econémico de los gastos a finan-
ciar con cargo al FCI, de tal manera que
los tinicos limites a los que debe respon-
der el mismo alcanzan exclusivamente a
que las inverstones financiadas con car-
go al mismo, tengan por exclusivo ob-
jeto la realizacién del principio de soli-
daridad (art. 158.2 CE y 16.2 de la
LOFCA).

Tal aftrmacién le induce a decir que
«de la regulacién contenida en el bloque
de constitucionalidad no se desprende
que la inversién nueva deba financiarse
necesariamente con cargo a la participa-
ci6n en los impuestos estaraless (F] 3),
Se trata enronces, desde la perspectiva
del Tribunal Constitucional, de una op-
cién politica que libremente adoprada
por el legislador estatal, «no atenra con-
tra el bloque de constitucionalidads.
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Frente a esta afirmacién, considera-
mos que la visién adoptada por el Tri-
bunal Constitucional para la resolucién
de este caso es absolutamente rebati-
ble en la medida en que a través de tal
interpretacién se pone en peligro la pro-
pia fundamentacién constitucional del
FCI, cuyo anico y exclusivo objetivo
consiste en la realizacién del principio
de solidaridad interterritorial.

Efectivamente, el art. 158.2 CE vie-
ne a establecer la existencia de un fondo
con el objeto de realizar la compensa-
ci6n financiera horizontal entre las co-
munidades auténomas a través de los
gastos de inversion, adoptando, en este
caso, tales gastos un caracter instrumen-
tal en relacién con tal objetivo. De to-
dos es sabido que, durante el periodo
transitorio, el principio de suficiencia
financiera determiné con carécter prin-
cipal el proceso de transferencia de los
servicios asumidos por las comunidades
auténomas. Ello supuso que la valora-
cién del coste efectivo de los servicios
transferidos fuera el indice principal a la
hora de efectuar el Estado las corres-
pondientes transferencias presupuesta-
rias a favor de las comunidades auténo-
mas. El coste efectivo fue definido en el
Acuerdo del Consejo de Politica Fiscal
y Financiera 1/1982, de 18 de febrero,
donde se excluy6 precisamente de tal
calculo a los gastos destinados a Ia in-
versién nueva. Por tanto, tales gastos de
inversién, a diferencia de los de conser-
vacién, mejora y sustitucién que se fi-
nanciaron incondicionadamente a tra-
vés de las participaciones en los ingresos
del Estado y los ingresos procedentes de
los tributos cedidos por el Estado a las
comunidades autdnomas, hubieron de
financiarse a través del FCI. La conse-
cuencia de esta exclusién, como de to-
dos es conocido, fue precisamente que
todas las comunidades auténomas, y no

tan sélo las mas desfavorecidas, si pre-
tendian asegurar su suficiencia financie-
ra en relacién con rales gastos, se consti-
tuyeran en acreedoras del FCI. Esta
reconduccién exclusiva de la financia-
cién con cargo al FCI de los gastos de
inversién nueva implicé entonces que el
ECI se trastocara en cuanto a su finali-
dad constitucional, olvidando su natu-
raleza exclusivamente solidaria.

Esta situacién, exculpable quizds por
su cardcter transitorio, aunque en bue-
na medida criticada por la doctrina,
pretende ser justificada por la STC
68/1996, durante el periodo definitivo
al afirmar que «El trénsito del llamado
periodo provisional al definitivo no ha
supuesto modificaciones esenciales a
este respecto [...]). Si en el periodo rran-
sitorio se perseguia, segin hemos visto,
financiar el coste efectivo de los servi-
cios transferido para el periodo definiti-
vo [...] la flexibilidad de los criterios
plasmados en el citado art: 13 de la
LOFCA habia inducido, durante el
periodo transitorio, a proponer que
cuando se negociara definitivamente la
participacién de las comunidades auté-
nomas €n lOS impucstos estatales Nno ce-
didos, una parte de las inversiones de las
comunidades auténomas fuera finan-
ciada con la participacién en los im-
puestos estatales, al margen del FCL
Pero tal posibilidad sélo puede ser con-
siderada como una opcién de politica
legislativa, y no como un corolario que
derive necesariamente del bloque de
constitucionalidad.» (F] 3).

Pretende con ello el Tribunal Cons-
titucional, prorrogar la situacién que,
con meto caricrer transitorio, se habia
producido durante el periodo provisio-
nal, por lo que consideramos que la re-
conduccién de una parte de las inver-
siones nuevas de las comunidades
auténomas hacia la participacién en
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impuestos estatales no cedidos, no se
trata ya de una mera decisién de politi-
ca legislativa como afirma el Tribunal
Constitucional, sino de una imposicién
constitucional, si se pretende recondu-
cir al FCI a sus justos términos. Efecti-
vamente, ¢l legislador estatal puede re-
conducir exclusivamente las transfe-
rencias del FCI a la financiacién relativa
a los gastos de inversién nueva deriva-
dos de la realizacién de los proyectos a
su cargo, pero ello, stempre y cuando la
suficiencia financiera en relacién con
los gastos derivados de la inversién nue-
va afecta a los servicios transferidos por
el Estado a las comunidades auréno-
mas, sea efectivamente garantizada a
través de la participacion de las comuni-
dades auténomas en los impuestos es-
tatales no cedidos. Se trata con ello de
ajustar constitucionalmente el FCI al
papel que le es reservado por el art.
158.2 CE.

Una segunda cuestién contemplada
en la Sentencia hace referencia a la de-
claracién de inconstitucionalidad de los
art. 118 y 119 de la Ley 33/1987, de 23
de diciembre, de presupuestos generales
del Estado para 1988, en cuanto esta-
blecen los porcentajes de participacién
de la Comunidad de Baleares en los in-
gresos del Estado durante el quinquenio
1987-1991, aplicables a partir del 1 de
enero de 1988. Se plantea en este su-
puesto, por parte del recurrente, la in-
constitucionalidad de la ponderacién
que de los criterios de poblacién, insu-
laridad, superficie y unidades adminis-
trativas, refleja la Ley 33/1987, en apli-
cacién de la ya establecida por el
Acuerdo del Consejo de Polirica Fiscal
v Financiera 1/1986, de 7 de noviem-
bre, con el objeto de determinar si obe-
dece a las prerrogativas del are. 13.1 de
la LOFCA, que determina los criterios
de distribucién de las participaciones.

Considera en este caso la Comunidad
Auténoma Balear que el modo como se
interpretan rales criterios de distribu-
ci6n afecta de forma negativa a sus inte-
reses no ateniéndose al bloque de cons-
titucionalidad.

Afirma en este supuesto el Tribunal
Constitucional que el mencionado art.
13.1 de la LOFCA determina los crite-
rios de distribucién del porcentaje de
participacién en términos de gran am-
plicud y flexibilidad, remitiendo su
ponderacién a la negociacién entre el
Estado y las comunidades auténomas.

Cabe afirmar que esta flexibilidad no
impide que pueda entrar el Tribunal
Constitucional a valorar el modo como
dichos criterios efectivamente son pon-
derados, como efectivamente asi ha su-
cedido con la STC 68/1996. Es por ello
que el Tribunal Constitucional entra a
valorar la constitucionalidad ranto de
los criterios adoptados para la distribu-
cién de las participaciones, no previstos
en la LOFCA, la ponderacién de los ex-
presamente previstos.

El Tribunal Constitucional hace ra-
dicar sus alegaciones en los F] 5 a 8 de
su Sentencia, reafirmando el caricter
amplio y flexible de los criterios deter-
minados en la LOFCA y su pondera-
cién. Desde tal perspecriva valora favo-
rablemente los que son objeto de debate
por parte de la recurrente, negando su
inconstitucionalidad. De tal forma se
hace notar que ran sélo una infraccién
grave o manifiesta de los pardmetros re-
cogidos por el art. 13.1 de la LOFCA
podria fundamentar una declaracién de
inconstirucionalidad, en cuanto existe
un amplio margen en este supuesto de
discrecionalidad politica y técnica del
legislador.

En tercer y dltimo lugar, se reclama
por la recurrente la inconstitucionali-

dad del art. 153 LGP, en la redaccién



ACTIVIDAD NORMATIVA... 301

dada por el art. 123 de la Ley 33/1981,
de 23 de diciembre. Se plantean en este
supuesto las siguientes cuestiones prin-
cipales. Por un lado, se discute por par-
te del recurrente que en el art. 153, re-
gla segunda, se produzca la existencia de
una remisiéon en blanco al Gobierno en
relacién con las subvenciones gestiona-
das, habida cuenta de que en este su-
puesto concurre una reserva de ley para
el establecimiento de asignaciones a las
comunidades auténomas en virtud de
lo dispuesto en el art. 158 CE.

De forma acertada, diferencia, en
este supuesto, el Tribunal Constitucio-
nal entre las subvenciones destinadas a
terceros, en cuya gestién intervienen las
comunidades auténomas en la medida
en que dispongan de comperencias ma-
teriales al respecto, y las asignaciones ni-
veladoras y las transferencias del FCI, al
afirmar en su F] 9 que «Menor consis-
tencia atin tiene la tesis de que la regla
segunda quebranta lo establecido en el
art. 158 CE, pues de su sola tecrura se
desprende que el mismo se limira a re-
gular dos concretas fuentes de financia-
cién, las asignaciones niveladoras y el
FCI, diferentes de las subvenciones ges-
tionadas que ahora analizamos.»

Tal diferenciacién, expresamernte
consignada por el Tribunal Constitu-
cional, conduce a la afirmacién de que

la exigencia de cumplimiento en rela-

cién con el principio de legalidad en
materia financiera adopra, para con las
subvenciones gestionadas, un cardcter
relativo, en cuanto que tal principio
«exige que sea la Ley de Presupuestos la
que establezca el importe maximo de ta-
les subvenciones y determine con la su-
ficiente concrecién su destino, pero no
es preciso, sin embargo, que fije las sub-
venciones que corresponden a cada Co-
munidad Auténoma» (F] 9), cuestién
que incide favorablemente respecto de

la constitucionalidad del precepto im-
pugnado en tanto atribuye al Gobierno
la capacidad para la aprobacién de los
criterios objetivos que sirvan de base
para la distribucién territorial de las
subvenciones.

De otro lado, y de forma quizis con-
tradicroria con lo expuesto en relacién
con la diferenciacién entre las subven-
ciones gestionadas y las asignaciones ni-
veladoras y las transferencias del FCI,
como mas adelante analizamos, funda-
menta el Tribunal Constitucional la in-
constitucionalidad del mero trimite de
audiencia a favor de las comunidades
auténomas, exigido por el articulo im-
pugnado. Precisemos de forma mids
adecuada esta cuestién. Mantiene en
este caso, la parte recurrente, que el art.
153 TRLGP determina una escasa par-
ticipacién —tan sélo un tramite de au-
diencia— de las comunidades auténo-
mas respecto de los criterios objetivos
conforme 2 los que se procede a la dis-
tribucién territorial de las subvencio-
nes. Aduce en este supuesto el papel ins-
trumentador que del principio de
colaboracién tiene la subvencién, en la
medida en que a través de la misma, se
pone de manifiesto la existencia de una
concurrencia de competencias materia-
les, tanto de cardcrer estatal como au-
tondémico que exigen una intervencibn
conjunta de ambos entes rterritoriales.
Pero ademis, y junto a ello, el Tribunal
Constitucional justifica esta necesaria
colaboracién entre el Estado y las co-
munidades auténomas en la existencia
de una hacienda autonémica funda-
mentalmente versada en los ingresos
transferidos, cuestién que implica que
el reducto minimo de su autonomia fi-
nanciera, el ejercicio de la misma en la
vertiente del gasto, deba ser en alguna
medida protegida a través de tales me-
canismos de colaboracién, cuestién por
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la que denuncia insuficiente tal via de
participacién consignada legalmente.
Afirma por ello que «lo primero que de-
be reclamar nuestra atencién es que
éste» —se refiere al sistema de financia-
cion determinado en la LOFCA— cha
optado por establecer una Hacienda au-
tondmica de transferencia, en la que el
grueso de ingresos procede del Presu-
puesto estatal a través del porcentaje de
participacién en los ingresos del Estado
¥, en su caso, del FCI y de las asignacio-
nes niveladoras [...]. En atencién a lo
expuesto, resulta evidente que la garan-
tia de la autonomia financiera en la ver-
tiente del gasto» —auténtica clave de
béveda de dicha autonomia en una ha-
cienda de transferencia— «requiere una

presencia determinante de las comuni-

dades auténomas en el procedimiento
de reparto de unas subvenciones cuanti-
tativamente relevantes que, ademas, nu-

tren sus Haciendas por unos cauces no -

regulados explicitamente en el bloque
de constitucionalidad» (F] 10).
Consideramos que en este caso tal
afirmacién puede parecer sorprendente,
puesto que pot un lado el Tribunal

Constitucional afirma inicialmente, en
el F] 9, que debe diferenciarse de forma
clara entre las subvenciones gestionadas
y las asignaciones niveladoras y las
transferencias del FCI, para después
justificar precisamente la necesaria in-
tervencidn de las comunidades auténo-
mas en relacién con la distribucién de
las subvenciones en la medida en que el
sistema de financiacién depende princi-
palmente de tales ingresos transferidos,
para acabar finalmente reconociendo
que las subvenciones nutren la hacienda
autondmica igual que aquéllos.

Se hace por ello necesario, a nuestro
modo de ver, que el Tribunal Constitu-
cional diferencie de forma clara ambas
cuestiones, ¢l sistema de financiacién
autondmica y el ejercicio del poder de
gasto del Estado a través de las subven-
ciones con la consecuente concurrencia
de competencias materiales estatales y
autondémicas que se deriva de tal inter-
vencién y con el correlativo deber de
colaboracién que de dicha convergencia
se deriva.

Susana Campuzano

Sentencia 96/1996, de 30 de mayo (BOE de 21 de junio). Recursos de inconsti-
tucionalidad 1710/1988 y 1726/1988 y conflicto positivo de competencia
200/1989 (acumulados); los primeros, promovidos por el Gobierno vasco y
por el Gobierno de la Generalidad de Catalufia contra determinados precep-
tos de la Ley 26/1988, de 29 de julio, sobre disciplina e intervencién de las
entidades de crédito; el segundo, promovido por el Gobierne vasco en rela-
cién con el Real decreto 1144/1988, de 30 de septiembre, sobre creacién de
bancos privades e instalacién en Espana de entidades de crédito extranjeras.

Ponente:
Alvaro Rodriguez Bereijo

En esta extensa Sentencia, el Tribu-
nal Constitucional argumenta a lo largo
de 33 fundamentos juridicos una deci-

sién final importante para la marteria
que trara (el alcance de las competencias
de las comunidades auténomas recu-
rrentes respecto de las potestades de dis-
ciplina, inspeccién y sancién sobre cajas
de ahorro, cooperativas de crédito y



